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Estimado señor:

Asunto:
Se atiende solicitud en punto a que el órgano contralor se refiera a los aspectos indicados en el oficio No. AI-1123-06 con el que la Auditoría de San José planteó recurso de revocatoria y apelación al acuerdo municipal que le dispuso presentar denuncias penales contra miembros de la Comisión de Festejos 2005-2006.

Se atiende el oficio No. AI-918-07 que ingresó a este Despacho el 1° de noviembre del año en curso, complementado con información (oficio 1986-SM del 17 de octubre de 2007) recibida vía correo electrónico el 12 del mismo mes, mediante el que solicita al órgano contralor que se refiera a los aspectos indicados en el oficio No. AI-1123-06 con el que la Auditoría de San José planteó recurso de revocatoria y apelación contra el acuerdo municipal No. 14, artículo IV de la sesión ordinaria No. 34 del Concejo Municipal de San José, celebrada el 12 de diciembre de 2006 en el que se le dispuso presentar denuncias penales contra miembros de Comisión de Festejos 2005-2006. Indica que mediante el acuerdo 15, artículo V de la sesión ordinaria No. 77 del 16 de octubre de 2007, se rechazó el recurso planteado por la “forma” al carecer el recurrente de legitimación, sin que se entrara a conocer el fondo.

En primer término, hay que indicar que el oficio No. AI-1123-06 está dirigido al Concejo Municipal y en él se plantean hechos de una forma muy particular para recurrir (recurso de revocatoria con apelación) el acuerdo municipal citado; se manifiesta que el acuerdo parte de una premisa equivocada, se indica lo que debe hacer el Concejo, se presentan sugerencias, y hasta se cuestiona la redacción.  Los hechos buscan sustentar que no le corresponde al Auditor presentar la denuncia ordenada.  

Así las cosas, lo recibido no es una consulta, de modo que no corresponde ser resuelta por el órgano contralor mediante un pronunciamiento; no obstante, en un afán de colaboración seguidamente en el mismo orden del oficio, se exponen los comentarios que sobre cada hecho se consideran pertinentes.

1.  A la fecha del acuerdo que ordena presentar las denuncias penales, mantenía vigencia el Manual de Operaciones para las Comisiones de Festejos dictado por la Contraloría General, el que en su artículo 32 disponía que una vez finalizados los festejos la Comisión deberá rendir al Auditor, para su aprobación, la liquidación de los ingresos y egresos, liquidación que por regla elemental debe estar acompañada de la documentación de respaldo.  Si se quiere en cuanto al plazo la norma reglamentaria llena el vacío que se dice tiene la ley, debiendo ser entregada la liquidación una vez finalizados los festejos, efecto para el que además, es patente que por acuerdo del Concejo Municipal se otorgó un plazo de 15 días naturales para que la Comisión entregara la documentación faltante relacionada con los ingresos y los gastos de dicho evento, lo que fue incumplido. En consideración de lo anterior, se aprecia una conducta de incumplimiento que puede tener consecuencias penales; quien presente la denuncia lo que debe hacer es describir los hechos tal y como sucedieron e indicar que lo hace en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 281 del Código Procesal Penal y el acuerdo municipal, en ella sugerirá alguna tipificación del delito, que en definitiva determinará el fiscal.

2.  No corresponde al órgano contralor pronunciarse sobre el trámite que sufrió el acuerdo en cuestión, el Concejo Municipal es responsable de atender la normativa reglamentaria y legal que lo vincula para dar el trámite interno y resolver los asuntos de su competencia; es en esa propia sede administrativa o la contenciosa en la que se pueda accionar sobre ese particular.  Por otra parte, no se observa ningún impedimento legal ni administrativo para que el auditor sea quien presente la denuncia en cuestión, lo cierto es que a él le corresponde revisar la liquidación de festejos que debe estar acompañada de la información necesaria para su verificación, de manera que, si no cuenta con la documentación del caso es su competencia lograrla e incluso con esa finalidad accionar en la vía administrativa o  jurisdiccional sin que para esos efectos requiera de ningún poder municipal. Según se desprende del numeral 281 del Código Procesal Penal, el auditor municipal como funcionario público que es, tiene la obligación de presentar la demanda penal, sin que esto genere un conflicto de intereses para la posterior revisión de la liquidación debido a que la demanda se perfila como un incumplimiento y no es propiamente por mal manejo de recursos detectado en algún estudio de auditoría, razón de más por la que no se aprecia el alegado conflicto de intereses ni que se esté ante circunstancias que comprometan la independencia, objetividad, imparcialidad y ética profesional que se debe cumplir en el examen de las cuentas de los festejos.  

 3.  En el pasado el órgano contralor dispuso al Auditor que presentara la denuncia penal contra la Comisión de festejos 2000 – 2001, sin embargo, en el caso de interés con el oficio No. 16892-2006 se dispuso al Concejo Municipal “... ejercer de inmediato las acciones legales a fin de establecer las eventuales responsabilidades e imponer las sanciones que correspondan a los miembros de la citada Comisión de Festejos [...]”. El Concejo es el responsable de cumplir la disposición girada y será quien ante el llamado de la Contraloría General rinda cuentas, no obstante, como órgano del que depende el Auditor Municipal, le corresponde administrar ese recurso y en ese entendido, se aprecia que le ordenó bajo su entera responsabilidad presentar las denuncias del caso, asignación que no le corresponde cuestionar al órgano contralor, de lo contrario estaría invadiendo el ámbito propio de las competencias del Concejo Municipal.  Se advierte que ante el incumplimiento indebido de una orden del superior, el funcionario se arriesga a enfrentar un procedimiento administrativo sancionatorio con las consecuencias que ello pueda traer.

4.  En el hecho cuarto se cuestiona la redacción del acuerdo municipal y se dice que genera alguna duda en cuanto a si debe notificarse a los interesados. Sobre el particular se indica que, el punto es ajeno al órgano contralor por lo que únicamente se manifiesta que es claro que a la Auditoría no le corresponde inhabilitar para las funciones públicas, lo que sí puede hacer en la denuncia penal es solicitar la aplicación del numeral 358 del Código Penal que se refiere a la inhabilitación que puede imponer un Juez además de las penas consignadas en cada caso.

Con respecto al punto de si el Auditor Interno está legitimado en forma activa para recurrir acuerdos municipales, se considera que el tema fue ampliamente desarrollado en el oficio No. 1986-SM del 17 de octubre del año en curso, que es la  respuesta al recurso que usted planteó ante el Concejo Municipal; en él se reseña amplia jurisprudencia administrativa y jurisdiccional sobre el punto de interés y que resuelve su consulta, por lo que debe atenerse a su contenido.  

Finalmente, conviene recordar que de acuerdo con el “Manual de normas para el ejercicio de la auditoría interna en el sector público”
 dentro del ámbito de competencia de la Auditoría Interna, está lo referido a “Servicios preventivos” (norma 1.1.3) considerándose como parte de ellos la asesoría y la advertencia, lo que exige un ejercicio oportuno y pro activo para con la administración.

Atentamente,

Licda. Giselle Segnini Hurtado
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